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Piñero González, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

 Comparece el señor Miguel Sánchez Rivera (señor 

Sánchez Rivera) y otros, (los apelantes), y solicitan la 

revocación de la Sentencia emitida el 11 de agosto de 2015 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Salinas (TPI), 

notificada el 20 de agosto de 2015. Mediante la referida 

Sentencia el TPI desestimó con perjuicio la Demanda en 

Daños y Perjuicios presentada por los apelantes contra la 

Autoridad de Energía Eléctrica (AEE) por insuficiencia de la 

prueba. Concluye el TPI que los apelantes no pudieron probar 

el elemento de causalidad entre la alegada negligencia de la 

AEE y los daños sufridos por el joven Miguel Ángel Sánchez 

Torres, tras el golpe eléctrico que le ocasionó la muerte y 



 
 

 
KLAN201501614 

 

2 

resuelve que en todo caso aplica la doctrina de absorción de 

culpas. 

 Por los fundamentos que pasamos a exponer, 

REVOCAMOS la Sentencia apelada. 

I. 

El 31 de mayo de 2009, el joven Miguel Ángel Sánchez 

Torres se encontraba trabajando en compañía de su tío, el 

señor José Antonio Sánchez Rivera, para la construcción de 

un balcón que fue añadido a una propiedad ubicada en el 

Barrio Coquí del Municipio de Salinas. Sobre este nuevo 

balcón pasaban unas líneas de electricidad de 4,160 voltios, 

propiedad de la Autoridad de Energía Eléctrica (la AEE). La 

cercanía de estas líneas de electricidad hacia la propiedad, y 

sobre todo hacia la nueva construcción incumplía con el 

requisito de despeje horizontal de siete pies (7’) de 

distancia requerido por la AEE. Los postes que sostenían la 

línea de electricidad estaban inclinados hacia la propiedad; 

dichas líneas estaban a tres pies (3’) del alero de la propiedad 

y por el medio del balcón en construcción. 

Al momento del accidente, el joven Miguel Ángel 

Sánchez Torres estaba ubicado sobre el nuevo balcón de la 

propiedad, ligando el cemento que sería utilizado para 

continuar la construcción del mismo. Para llegar hasta esa 

ubicación, era necesario agacharse y pasar por debajo de la 

línea eléctrica, la cual estaba tendida con una curvatura tipo 

hamaca, debido a la inclinación de los postes que la 

sostenían. En uno de esos movimientos, el hombro derecho 

del joven tuvo contacto directo con la línea de electricidad y 
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murió en el acto. Según el informe médico forense preparado 

por el Instituto de Ciencias Forenses, la causa de la muerte 

del joven Miguel Ángel fue electrocución. 

A raíz de este infortunio, el señor Sánchez Rivera, la 

señora Carmen Socorro Torres Cruz, José Alberto y Domingo 

Sánchez Torres (padres y familiares del joven Miguel Ángel 

Sánchez Torres), radicaron una demanda por daños y 

perjuicios en la que alegaron que la AEE incurrió en 

negligencia al mantener la línea eléctrica que causó la muerte 

de su hijo en violación del despeje horizontal requerido. 

Alegaron en la Demanda que dicho acto negligente por parte 

de la AEE fue la causa eficiente de la muerte de este joven. 

Por su parte, la AEE niega las alegaciones de los aquí 

apelantes. En cambio, alega la AEE que la muerte del joven 

fue la consecuencia lógica de sus propios actos y que Miguel 

Ángel Sánchez Torres  asumió el riesgo al acceder a trabajar 

en cercanía del tendido eléctrico. La Autoridad arguye 

además, que las alegadas omisiones negligentes de la AEE no 

guardan una relación causal con la muerte de Miguel Ángel y 

que la construcción que se estaba realizando era ilegal y 

violatoria de la servidumbre de paso a favor de la AEE. 

Luego de completar el descubrimiento de prueba, el TPI 

celebra vista en su fondo para determinar negligencia. Entre 

otros testigos de los apelantes, el 2 de diciembre de 2013 se 

presenta el testimonio del señor Carlos E. Alvarado Vázquez, 

empleado de la AEE que se ha desempeñado como celador de 

líneas y Troubleman, así como el testimonio pericial del 

ingeniero Guillermo M. Riera Ayala. Se presenta además, y 
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se admite el Informe Pericial de 31 de octubre de 2013 

rendido por el Ing. Riera Ayala. Mediante dicha prueba se 

establece como cuestión de hecho a qué distancia de la 

estructura original y de la nueva construcción pasa el 

cable energizado y si esa distancia cumplía o no con el 

requisito despeje mínimo horizontal. En esencia mediante 

el testimonio de perito Riera Ayala éste ilustra al TPI sobre lo 

que es un despeje horizontal, su importancia; sobre la 

política de la AEE respecto a los despejes mínimos para 

finalmente, tras considerar el testimonio del señor Alvarado 

concluir que en el presente caso, la AEE no había 

cumplido con el despeje horizontal mínimo requeridos 

por la reglamentación vigente el cual debía ser de siete (7) 

pies (seis) pulgadas. (Véase, Pág. 93-94 de la Transcripción 

del Juicio celebrado el 2 de diciembre de 2013). En esa 

ocasión la AEE solicita la desestimación del pleito al amparo 

de la Regla 39.2(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

39.2 (c), por insuficiencia de la prueba de los demandantes 

para establecer el elemento de causalidad.  

El 27 de diciembre de 2013 el TPI emite Sentencia 

mediante la cual desestima el pleito al amparo de la Regla 

39.2(c) de Procedimiento Civil, supra, por alegada falta de 

prueba para probar los elementos indispensables de un caso 

prima facie de negligencia. En dicha Sentencia determina el 

TPI que de los hechos probados durante la vista de los días 2 

y 3 de diciembre de 2013, evaluados de la manera más 

favorable para la parte demandante, no existe posibilidad de 

que obtenga un remedio a su favor. Allí concluye que la parte 
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demandante no pudo probar el elemento de causalidad entre 

la alegada negligencia de la AEE y los daños sufridos.  

Consecuentemente, los padres del joven presentaron 

una moción de determinaciones de hechos adicionales y de 

reconsideración la cual es declarada no ha lugar por el TPI 

mediante una Resolución notificada el 22 de enero de 2014. 

En aquella ocasión los apelantes acuden ante este Tribunal y 

mediante Sentencia emitida el 30 de junio de 2014 en el caso 

denominado alfanuméricamente KLAN201400226, un Panel 

Hermano de este Tribunal revoca la Sentencia apelada y 

devuelve el caso al TPI para que se presentara la totalidad de 

la prueba. Dispuso este Tribunal en el caso KLAN201400226 

que procedía que la AEE presentara la prueba ya ofrecida y a 

su vez la colocara a la disposición de los aquí apelantes. Así 

las cosas, este Tribunal de Apelaciones deja sin efecto la 

sentencia emitida por el TPI y devuelve el caso a dicho foro 

con esos fines. 

Devuelto el caso al foro primario, el 4 de agosto de 

2015 se celebra vista en la que la AEE presenta el testimonio 

de su perito electricista, el Ing. Roberto A. Torres 

Gutiérrez. Mediante su testimonio el Ing. Torres Gutiérrez 

declara que el despeje reglamentario en este caso es de siete 

(7) pies seis (6) pulgadas, contados a partir del borde del 

techo original del inmueble y que el cable no cumplía con el 

despeje reglamentario de (7) pies seis (6) pulgadas, según 

establecido en el Código de Seguridad Nacional. Asimismo, el 

Ing. Torres Gutiérrez preparó un croquis en el que representa 

la situación hipotética de si el cable hubiese estado a la 
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distancia reglamentaria de 7 pies 6”, contados a partir del 

borde original. (Exhibit Núm. 4 del demandante, a la Pág. 27 

del Apéndice de la Apelación).  

Sin embargo, durante su testimonio concluye el Ing. 

Torres Gutiérrez que el incumplimiento de la AEE no fue la 

causa del accidente sino la construcción del balcón debajo del 

cable energizado en violación a los Reglamentos de 

Servidumbres de la AEE. El perito declara que llega a esa 

conclusión después de escuchar declarar a los testigos en 

Sala y tras estudiar las deposiciones. Véase Págs. 16-17 y 23 

de la Transcripción de la Vista celebrada el 4 de agosto de 

2015. En lo referente a los despejes de seguridad de la línea 

con respecto a la estructura original y la nueva construcción, 

el Ing. Torres Gutiérrez declara que éstos no cumplían pero 

concluye que esa deficiencia “no es la causa primordial del 

accidente, porque a pesar de que se incumplían con esos 

despejes…, la causa directa es la construcción del pórtico o 

balcón debajo de la línea”. Véase Pág. 25 de la Transcripción 

de la Vista celebrada el 4 de agosto de 2015. Parte de la 

prueba presentada por la AEE anteriormente consistió 

también del testimonio del Sr. José Antonio Sánchez Rivera, 

tío de la víctima que presenció los hechos que declara que el 

cable energizado se encontraba en el medio de la estructura 

en construcción como a tres pies fuera del alero del techo 

original. 

Mediante Sentencia emitida el 20 de agosto de 2015, el 

TPI desestima con perjuicio la Demanda presentada por los 

apelantes por insuficiencia de la prueba para probar nexo 



 
 

 
KLAN201501614    

 

7 

causal entre la alegada negligencia de la AEE y los daños 

reclamados por la muerte del joven Miguel Ángel Sánchez 

Torres. Concluye el TPI que de los hechos probados durante 

el juicio en su fondo celebrado el 2 y 3 de diciembre de 

2013 y el 4 de agosto de 2015, no existe posibilidad de que 

los apelantes tengan derecho a un remedio a su favor. 

Determina el TPI como hecho incontrovertido y no impugnado 

por los apelantes, que la obra se hizo sin el consentimiento ni 

conocimiento de la AEE, sin cumplir con la reglamentación 

vigente y que los apelantes tenían conocimiento de la 

existencia de la línea viva y de su peligrosidad.  

Concluye además, el foro apelado que el testimonio del 

perito Guillermo M. Riera Ayala, no aporta dato fehaciente 

que le permita al tribunal establecer vínculo causal entre la 

alegada negligencia de la AEE y el fatal accidente y que dicho 

testimonio contrasta marcadamente con la opinión del perito 

de la AEE Ing. Roberto Torres Gutiérrez. El foro primario 

adjudica peso y credibilidad al testimonio del Ing. Roberto 

Torres Gutiérrez que declaró que la negligencia de los 

apelantes fue la causa del accidente. El TPI entiende como 

hecho probado que la causa directa del accidente fue la 

temeridad del dueño de la propiedad y de los trabajadores 

contratados por él, entre los cuales se encontraba el occiso, al 

realizar trabajos de construcción debajo de líneas eléctricas 

energizadas que eran visibles y la construcción del balcón en 

violación a la servidumbre de la AEE.  

Aunque el TPI determina que el cable energizado se 

encontraba a tres (3) pies del borde original del techo, 
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finalmente razona el foro primario que aún si la AEE hubiera 

incurrido en negligencia, por los hechos probados mediante el 

testimonio del Sr. José Antonio Sánchez Rivera, tío de la 

víctima y testigo ocular de los hechos es de aplicación la 

doctrina de la absorción de culpa, por lo que la AEE debe 

ser exonerada de compensar los daños. Los apelantes 

presentan ante el TPI Moción de Reconsideración y Hechos 

Adicionales la cual es declarada No Ha Lugar mediante 

Resolución notificada el 14 de septiembre de 2015. 

Inconforme, el señor Sánchez presenta el recurso de 

epígrafe y señala la comisión del siguiente error:  

LOS PERITOS DE AMBAS PARTES DECLARARON 
QUE SI EL CABLE ELÉCTRICO HUBIESE 

MANTENIDO LA DISTANCIA DEL BORDE DEL TECHO 
DE LA RESIDENCIA QUE REQUIERE EL CÓDIGO DE 
SEGURIDAD NACIONAL ELÉCTRICO, EL ACCIDENTE 

NO HUBIESE OCURRIDO. SEIS (6) MESES ANTES 
DEL ACCIDENTE, LA AEE HABÍA SIDO ADVERTIDA 

DEL PROBLEMA “URGENTE” QUE REPRESENTABA 
UN POSTE VIRADO HACIA LA RESIDENCIA DONDE 
OCURRIÓ EL ACCIDENTE. NO OBSTANTE, LA AEE 

NO CORRIGIÓ EL PROBLEMA. POR TODO LO 
ANTERIOR, ERRÓ EL TPI AL DETERMINAR QUE LA 
PARTE DEMANDANTE NO ESTABLECIÓ LOS 

ELEMENTOS DE NEGLIGENCIA Y DE CAUSALIDAD. 

 
 El 17 de noviembre de 2015 los apelantes presentan 

Moción Anejando Transcripción de Testimonios y Anunciando 

la Presentación de Apelación Suplementaria al Amparo de las 

Reglas del Tribunal de Apelaciones. El 14 de diciembre de 

2015 la AEE presenta ante nos Alegato en Oposición a 

Recurso de Apelación. En ajustada síntesis sostiene la AEE 

que si bien ambos peritos coinciden en que el despeje 

horizontal entre la estructura original y las líneas 

eléctricas no estaba en cumplimiento, el Ing. Roberto A. 

Torres Gutiérrez fue claro tanto en su testimonio en corte 
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abierta como en su Informe Pericial en que la causa principal 

del accidente fue la construcción ilegal del techo en el balcón–

pórtico que autorizó el dueño de la propiedad. 

Examinados los escritos de las partes y la 

documentación que se acompaña, resolvemos con el beneficio 

de la Transcripción de la Regrabación del Juicio en su Fondo 

celebrado el 2 y 3 de diciembre y el 4 de agosto de 2015.  

II. 

-A- 

La Regla 39.2(c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 39.2(c), también conocida como una moción contra la 

prueba o non suit, regula la moción de desestimación contra 

la prueba de la siguiente manera: 

Después que la parte demandante haya terminado 

la presentación de su prueba, la parte demandada, 
sin renunciar al derecho de ofrecer prueba en caso 

de que la moción sea declarada “sin lugar”, podrá 
solicitar la desestimación, fundándose en que bajo 
los hechos hasta ese momento probados y la ley, la 

parte demandante no tiene derecho a la concesión 
de remedio alguno. El tribunal podrá entonces 
determinar los hechos y dictar sentencia contra la 

parte demandante, o podrá negarse a dictar 
sentencia hasta que toda la prueba haya sido 

presentada. A menos que el tribunal en su orden de 
desestimación lo disponga de otro modo, una 
desestimación bajo esta Regla 39.2 y cualquier otra 

desestimación, excepto la que se haya dictado por 
falta de jurisdicción, o por haber omitido acumular 

una parte indispensable, tienen el efecto de una 
adjudicación en los méritos.  

 
La moción de desestimación contemplada en esta regla 

se presenta al final del turno de prueba de la parte 

demandante. Mediante la misma, se plantea al tribunal que a 

base de la prueba presentada no existe evidencia de algún 

aspecto esencial de la reclamación lo que provocaría la 

desestimación del pleito o de parte de la reclamación. Esta 

disposición de ley aplica cuando el demandante en el juicio 
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ha terminado la presentación de su prueba, y el demandado, 

sin renunciar al derecho de ofrecer prueba en caso de que la 

moción sea declarada sin lugar, solicita la desestimación 

fundándose en que bajo los hechos hasta ese momento 

probados y la ley, el demandante no tiene derecho a la 

concesión de remedio alguno. El tribunal puede determinar 

los hechos y dictar sentencia contra el demandante o puede 

denegarla hasta la presentación de toda la prueba (Énfasis 

nuestro). Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 

894, 916 (2011); Romero Arroyo v. ELA, 139 DPR 576, 579 

(1995). 

Así pues, la Regla 39.2(c), supra, otorga al juzgador la 

facultad para aquilatar la prueba del demandante y formular 

determinaciones de hechos según la credibilidad que le haya 

merecido la prueba presentada. No obstante, se requiere que 

dicha facultad sea ejercitada después de un escrutinio severo 

y cuidadoso de la prueba, por lo que en casos de duda, es 

preferible que el demandado presente su caso. Roselló Cruz v. 

García, 116 DPR 511, 520 (1985); Colombani v. Gob. 

Municipal de Bayamón, 100 DPR 120, 121-122 (1971). Es 

menester apuntar que el tribunal deberá asegurarse de que 

no exista duda en cuanto a que la parte demandante no 

tiene derecho a la concesión de remedio alguno. Si la 

prueba de la parte demandante tiende a demostrar que en 

algún grado el demandado pudo haber tenido responsabilidad 

por los actos que se le imputan, entonces “[l]a duda que 

surge del testimonio del demandante requiere que [el 

demandado] presente su caso, lo que dará al tribunal una 
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visión más completa de los hechos envueltos.” Lebrón v. 

Díaz, 166 DPR 89, 94 (2005), citando a Colombani v. Gob. 

Municipal de Bayamón, supra, pág. 123. 

 La desestimación de una demanda bajo la Regla 39.2(c) 

de Procedimiento Civil, sólo procede ante un caso claro de 

“ausencia de prueba” por la parte demandante. Es menester 

que el tribunal esté plenamente convencido de que la parte 

demandante no tiene oportunidad alguna de prevalecer. 

Lebrón v. Díaz, supra. Además, por ser la desestimación 

adjudicada bajo la Regla 39.2 (c) contra la prueba, debemos 

considerar la “norma conocida en nuestra jurisdicción que los 

tribunales apelativos no intervendremos con la apreciación 

que hagan de la prueba los foros de instancia en ausencia de 

pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto.” Rivera 

Figueroa v. The Fuller Brush Co., supra, pág. 916. Sin 

embargo, “dada la gravedad de una desestimación de la causa 

de acción, los tribunales deben ser cuidadosos al atender una 

moción al amparo de la Regla 39.2(c), supra, pues conlleva el 

final de la reclamación de un demandante y de su día en 

corte.” Id. No obstante, “[s]e trata de una decisión que 

descansa en la sana discreción del tribunal.” Id. 

-B- 

En nuestra jurisdicción la responsabilidad civil por 

actos u omisiones culposas o negligentes extracontractuales 

se rige por el Artículo 1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

5141. Esta disposición establece que quien por acción u 

omisión cause daño a otro, mediando culpa o negligencia, 

viene obligado a reparar el daño causado. Cintrón Adorno v. 
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Gómez, 147 DPR 576, 598 (1999). El propósito de la ley es 

proveer a todo aquel que sufra daño un medio de 

resarcimiento contra aquellos que no ejercen el debido 

cuidado en sus actuaciones. El artículo añade que la 

imprudencia concurrente del perjudicado no exime de 

responsabilidad, pero conlleva la reducción de la 

indemnización. García v. E.L.A., 163 DPR 800, 809 (2005); 

Cintrón Adorno v. Gómez, 147 DPR 576, 598 (1999). 

Para que exista responsabilidad bajo dicho precepto es 

necesario que concurran los siguientes elementos: (1) un 

daño; (2) una acción u omisión negligente o culposa; y (3) la 

relación causal entre el daño y la conducta culposa o 

negligente. Pons v. Engebretson, 160 DPR 347, 354 (2003); 

Elba A.B.M. v. U.P.R., 125 DPR 294, 308 (1990). 

La culpa o negligencia consiste en la omisión de aquella 

diligencia que exija la naturaleza de la obligación, 

correspondiendo tal diligencia a las circunstancias de las 

personas, del tiempo y del lugar. La diligencia exigible en 

estos casos es la que correspondería ejercitar a un buen 

padre de familia o un hombre prudente y razonable. Pons v. 

Engebretson, supra, a las págs. 354-355; Toro Aponte v. 

E.L.A., 142 DPR 464, 473 (1997); Elba A.B.M. v. U.P.R., supra, 

a la pág. 309. 

El deber de cuidado exigible consiste en la obligación de 

todo ser humano de anticipar el peligro de ocasionar daños 

cuya probabilidad es razonablemente previsible. López v. Dr. 

Cañizares, 163 DPR 119, 132 (2004); H. M. Brau del Toro, 

Los Daños y Perjuicios Extracontractuales en Puerto Rico, Vol. 
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I, 2da ed., Publicaciones JTS, Inc., 1986, pág. 184. La 

determinación de si hubo negligencia se basa en la 

consideración objetiva de lo que hubiese podido anticipar o 

prever bajo idénticas circunstancias un hombre prudente y 

razonable. Id. Este deber de anticipar y evitar la ocurrencia de 

un daño, cuya probabilidad es razonablemente previsible, no 

se extiende a todo riesgo posible. López v. Dr. Cañizares, 163 

DPR, a la pág. 133; Montalvo v. Cruz, 144 DPR 748, 756 

(1998). Lo esencial es que se pueda prever en forma general 

las consecuencias de determinada acción o inacción. Id. 

Para que proceda una acción en daños, deberá existir 

una relación causal suficiente en derecho entre el acto 

negligente y los daños producidos, no siendo causa toda 

condición sin la cual no se hubiera producido el resultado, 

sino aquella que ordinariamente lo produce, según la 

experiencia general. López v. Dr. Cañizares, 163 DPR, a la 

pág. 133; Sepúlveda de Arrieta v. Barreto, 137 DPR 735, 759 

(1994). 

En nuestro ordenamiento rige la teoría de causalidad 

adecuada para determinar la responsabilidad por los daños 

bajo el citado Artículo 1802. Según dicha doctrina, no es 

causa toda condición sin la cual no se hubiera producido el 

resultado, sino la que ordinariamente lo produce según la 

experiencia general. Santiago v. Sup. Grande, 166 DPR 796, 

818-819 (2006); Rivera v. S.L.G. Díaz, 165 DPR 408, 422 

(2005); Montalvo v. Cruz, 144 DPR, a la pág. 756; Soc. de 

Gananciales v. Jeronimo Corp., 103 DPR 127, 134 (1974). Lo 

fundamental es determinar si la ocurrencia del daño era de 
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esperarse en el curso normal de los acontecimientos o si, por 

el contrario, queda fuera de este posible cálculo. 

El peso de la prueba para establecer la responsabilidad 

del demandado corresponde a la parte demandante. En 

materia de responsabilidad civil, el hecho productor del daño 

nunca se presume. El Tribunal Supremo de Puerto Rico 

(TSPR) ha aclarado que la mera ocurrencia de un daño, sin 

más, no puede constituir prueba concluyente de conducta 

antijurídica de la parte demandada. Quien alega que sufrió 

un daño por la negligencia de otro, tiene la obligación de 

poner al Tribunal en condiciones de poder hacer una 

determinación clara y específica sobre negligencia. Colón y 

otros v. K-mart y otros, 154 DPR 510, 521 (2001); Matos v. 

Adm. Servs. Médicos de P.R., 118 DPR 567, 569 (1987); Cotto 

v. C. M. Ins. Co., 116 DPR 644, 651 (1985); Vaquería 

Garrochales, Inc. v. A.P.P.R., 106 DPR 799, 801 (1978). 

La segunda parte del citado Artículo 1802 establece el 

principio de que la imprudencia concurrente del perjudicado 

no exime de responsabilidad, pero conlleva la reducción de la 

indemnización. Esto se conoce como la doctrina de la 

negligencia comparada, la cual fue adoptada en nuestra 

jurisdicción mediante la Ley Núm. 28 de 9 de junio de 1956. 

Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. P.R., 173 DPR 170, 178 

(2008). Conforme esta doctrina “la negligencia concurrente o 

contribuyente del demandante (y la asunción de riesgos por 

éste), sirve para mitigar, atenuar o reducir la responsabilidad 

pecuniaria del demandado, pero no para eximir totalmente de 

responsabilidad a éste”. Quiñones López v. Manzano Pozas, 
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141 DPR 139, 176 (1996). Ello requiere que el juzgador 

determine el monto de la compensación que corresponde al 

demandante y el por ciento de negligencia incurrida por cada 

parte y luego reduzca la indemnización del demandante, 

conforme a la distribución de la responsabilidad. Ramos 

Milano v. Walmart, 168 DPR 112, 119 (2006); Quiñones López 

v. Manzano Pozas, 141 DPR, a la pág. 176. Para determinar la 

negligencia de cada parte es preciso hacer un análisis 

circunstancial del caso. Ramos Milano v. Walmart, 168 DPR, a 

la pág. 119. 

Cuando se concluye que hay negligencia comparada, 

puede aplicar la doctrina de absorción de culpas. Esta más 

bien se dirige a situaciones en las cuales la actuación 

imprudente del demandante lo lleva a situarse en una 

situación de peligro y el daño resulta principalmente por su 

culpa. Toro Lugo v. Ortiz Martínez, 113 DPR 56, 57 (1982). 

Véase, además, C. J. Irizarry Yunqué, Responsabilidad Civil 

Extacontractual, Panamericana Formas e Impresos S.A., 

2009, págs. 261-262. Esta norma aplica cuando hay una 

incuestionable desproporción entre las culpas del 

demandante y demandado. En tal situación la mayor 

negligencia absorbe totalmente la negligencia de la otra parte 

y, consecuentemente, la responsabilidad de ésta. Cárdenas 

Maxán v. Rodríguez Rodríguez, 125 DPR 702, 710-711 (1990). 

(Énfasis suplido) 

En cuanto a qué por ciento de responsabilidad es tan 

preponderantemente bajo con relación a la responsabilidad de 

los demás cocausantes del daño como para justificar la 
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absorción de la culpa menor, se ha expresado que “[c]omo en 

nuestra jurisdicción resolvemos el problema de la 

concurrencia de culpas a base de por cientos, quedará al 

arbitrio de los tribunales determinar en cada caso qué por 

ciento de culpa puede considerarse tan ínfima como para ser 

absorbida y borrada por la culpa mayor”. Irizarry Yunqué, op. 

cit., a la pág. 262.  

-C- 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido el 

carácter inherentemente peligroso de la energía eléctrica y el 

deber que tiene la AEE de cuidar y velar la construcción y el 

mantenimiento de sus instalaciones de alto voltaje. Sucns. 

Vega Marrero v. A.E.E., 149 DPR 159, 171 (1999) (Sentencia), 

citando a Torres Solís et al. v. A.E.E. et als., 136 DPR 302, 310 

(1994); Vda. de Dávila v. Fuentes Fluviales, 90 DPR 321, 325 

(1964).  

En Ramos v. Aut. Fuentes Fluviales, 86 DPR 603, 609-

610 (1962), el Tribunal Supremo estableció cuáles son las 

normas que deben seguir los que se dedican a generar y 

distribuir electricidad: 

Las personas o empresas que se dedican a 

generar y distribuir electricidad deben ejercitar el más 
alto grado de cuidado para evitar causar daño, 
atendido el carácter inherentemente peligroso de este 

elemento. Ahora bien, no tienen la responsabilidad de 
un asegurador, y por tanto, no responden en cualquier 
caso en que se cause un perjuicio, a menos que el 

daño haya sido producido por su culpa o negligencia al 
omitir desplegar un grado de cuidado en proporción al 

riesgo o peligro envuelto.  (Citas omitidas.) Este grado 
de cuidado no se extiende únicamente a la instalación, 
mantenimiento y operación de la planta productora de 

electricidad y las líneas que la conducen; incluye, 
además, la obligación de realizar una inspección 
adecuada para descubrir defectos y situaciones de 

peligro o riesgo para el público. (Citas omitidas). 
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Precisamente como no se trata de una situación de 
responsabilidad absoluta, no es indispensable que se 

protejan las líneas en forma tal que se elimine toda 
posibilidad de causar daños; la obligación consiste en 

tomar aquellas precauciones que aseguren contra las 
probabilidades de riesgos y peligros.  (Citas emitidas). 
Debe recordarse que tratándose de un servicio de 

primera necesidad, la distribución de la electricidad y 
fuerza eléctrica no debe impedirse requiriendo que se 
adopte toda la protección concebible por la mente 

humana a los fines de evitar riesgos no importa cuán 
imprevisibles sean éstos.  El beneficio social que 

proporciona la electrificación no puede derrotarse 
mediante la exigencia de una responsabilidad 
absoluta. 

 
En Vda. de Andino v. A.F.F., 93 DPR 170, 179 (1966), 

un obrero se electrocutó y murió en el curso del trabajo. El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que hubo 

negligencia y falta de precaución por parte del operador de un 

camión-torre que hizo contacto con una línea de alto voltaje, 

vehículo con el cual, a su vez, hizo contacto el obrero 

perjudicado. Sin embargo, concluyó que tal negligencia no fue 

la única culpa envuelta en el accidente, ya que la antigua 

Autoridad de Fuentes Fluviales no previó ni anticipó los 

hechos que ocurrieron a los efectos de mantener sus líneas 

no aisladas de alto voltaje a una altura que evitara 

accidentes. Específicamente, el Tribunal Supremo resaltó las 

características y comportamiento del sector de la siguiente 

manera: 

[…] El edificio que se construía estaba ubicado 
precisamente en un sector comercial, calle Comerío. El 
camión se situó en un espacio desocupado contiguo al 

edificio en construcción, propiedad del mismo dueño, 
que se extiende hasta la Calle Olivero, paralela a la 

Comerío.  Tomando en conjunto todo el sector, no era 
ésta un área apartada o donde no fuera probable o 
predecible toda esa actividad de desarrollo y de 

construcción que se extiende por doquier en la zona 
metropolitana, dentro del presente fenómeno de 
desarrollo y expansión general que ocurre en Puerto 

Rico.  […] Era previsible no sólo el uso de la calle por 
peatones o vehículos, sino también por maquinaria 
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movible de construcción, según usos de nuestros 
tiempos. Id.  

 
El deber de cuidado de las distribuidoras de energía 

eléctrica para con sus instalaciones no las convierte en 

aseguradoras absolutas de todo accidente o peligro 

imaginable. Sucns. Vega Marrero v. A.E.E., 149 DPR 159, 172 

(1999). Ahora bien, la energía eléctrica tiene un carácter 

inherentemente peligroso por lo cual la A.E.E. tiene el deber 

de mantener seguras sus instalaciones de alto voltaje. Torres 

Solís et al v. AEE et als, 136 DPR 302, 316 (1994). 

 El Reglamento de Servidumbres para la AEE, 

Reglamento Núm. 7282, vigente desde 24 de febrero de 2007,  

define Servidumbre de Paso de Líneas Eléctricas como sigue: 

W. Servidumbre de Paso de Líneas Eléctricas 
 

Derecho real que se establece sobre las franjas o 
porciones de terreno donde están ubicadas o se 

ubicarán las instalaciones de la Autoridad, tales como: 
líneas, postes, torres, equipos y aditamentos.  Estas 
franjas o porciones de terreno están sujetas a las 

restricciones que se imponen en este Reglamento. 

 
El Reglamento Núm. 7282, supra, dispone en lo 

pertinente lo siguiente: 

Estas servidumbres se constituyen con el propósito de 
que la autoridad tenga acceso razonable a sus 

instalaciones, para, entre otras, darle mantenimiento, 
reparar, mejorar, expandir, operar y ampliar sus 
instalaciones. El término servidumbre no debe 

confundirse con el despeje.  Tampoco, se requiere 
que el despeje esté dentro de una franja de 

servidumbre, dado que éste es para medidas de 
seguridad, mientras que la servidumbre se establece 
con los propósitos antes señalados.” (Énfasis suplido) 

 
-D- 

Es norma reiterada que los foros apelativos debemos 

brindar deferencia a las determinaciones fácticas realizadas 

por los tribunales de primera instancia. Ello, en 

reconocimiento de que son los juzgadores ante quien declara 
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un testigo quienes están en mejor posición para apreciar en 

toda su extensión la declaración, no sólo en cuanto a lo que 

dice un testigo, sino también en la forma que lo hace. S.L.G. 

Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009); 

Ramírez Ferrer v. Conagra Foods P.R., 175 DPR 799, 810, 

811 (2009); McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 750 (2004). 

La credibilidad que merece un testigo no está sujeta 

únicamente al contenido de su declaración, su conformidad 

con la experiencia humana y el sentido común sobre la 

manera en la que lógicamente se comportan las personas y 

suelen desarrollarse los acontecimientos. También es fruto de 

la manera en que se comporta un testigo al declarar. 

Amparado en ello, los foros apelativos mantendremos las 

determinaciones de hechos de un juzgador de instancia salvo 

medie pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto. Véase, 

Regla 42.2 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA 

Ap. V, R. 42.2; Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 DPR 

799, 817 (2009); Trinidad v. Chade, 153 DPR 280, 291 (2001). 

Dicha norma de autolimitación cede cuando "un análisis 

integral de dicha prueba cause en nuestro ánimo una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que 

estremezca nuestro sentido básico de justicia". S.L.G. Rivera 

Carrasquillo v. A.A.A., supra.  

Cuando el testigo es un perito, al momento de 

determinar si adopta o descarta su testimonio, el foro de 

instancia deberá considerar: 1) las cualificaciones del perito; 

2) la solidez de su testimonio; 3) la confiabilidad de la ciencia 

o técnica utilizada; 4) la parcialidad del perito. Dye-Tex P.R., 
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Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., 150 DPR 658, 664 (2000). En 

consideración de estos criterios, el juzgador determinará el 

valor probatorio que le extenderá a dicho testimonio. Id. Toda 

vez que el juzgador de hechos no está obligado a aceptar las 

conclusiones de un perito, si luego de evaluar su testimonio 

concluye que no le merece credibilidad, tiene la facultad de 

rechazarlo. S.L.G. Font Bardón v. Mini Warehouse, 179 DPR 

322, 345-346 (2010). Como foro apelativo, estamos en plena 

libertad de adoptar nuestro criterio propio en la apreciación y 

evaluación de la prueba pericial. Culebra Enterprises Corp. v. 

E.L.A., 143 DPR 935, 952 (1997); Dye-Tex Puerto Rico, Inc. v. 

Royal Insurance Company of Puerto Rico, 150 DPR 658, 662-

663 (2000).  

III. 

 Los apelantes sostienen que incidió el TPI al concluir 

que éstos no establecieron con la prueba los elementos de la 

negligencia y la causalidad. Conforme a la totalidad de la 

prueba pericial presentada quedó establecido por ambos 

peritos que el despeje horizontal requerido para los cables 

de este accidente era aproximadamente de siete (7) pies y 

que el cable de la AEE incumplía con las disposiciones 

reglamentarias sobre despejes horizontales, tanto con 

respecto a la estructura original como con la nueva 

construcción. Ambos peritos coinciden particularmente en 

este asunto.  

 Según el testimonio e informe pericial del Ing. Riera 

Ayala y el National Electrical Safety Code C2-2007, el despeje 

horizontal se refiere a la distancia hacia afuera, entre el cable 
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y el borde de la estructura. Declara el Ing. Riera Ayala que si 

el cable pasa por encima de la estructura, el despeje 

horizontal es cero (0), porque el cable no pasa por el frente de 

la estructura y si, como en el caso que nos ocupa, el cable 

pasa a tres (3) pies hacia afuera por el borde del techo 

entonces el despeje horizontal es de tres (3) pies. 

En el caso que nos ocupa también quedó establecido 

por la prueba pericial presentada que los apelantes realizaron 

una construcción sin los correspondientes permisos y en 

incumplimiento con las disposiciones reglamentarias de la 

AEE, y que además, no tomaron medidas adecuadas para 

hacer menos peligrosa la línea en un sitio donde se estaba 

construyendo y trabajando. Si bien dichas omisiones 

demuestran que hubo negligencia de los apelantes, de la 

totalidad de la prueba pericial presentada surge además, que 

la AEE incumplió con el requisito de despeje horizontal de la 

estructura original. De haber cumplido la AEE con el 

requisito de despeje horizontal del cable sobre la estructura 

original, el cable hubiese estado más despegado tanto de esta 

estructura como de la nueva construcción. Además, desfiló 

prueba oral y fotografías que documentaron que el poste por 

donde discurría la línea eléctrica estaba virado y que ello 

acercaba aún más,  el cable energizado a la vivienda. En el 

ejercicio de la facultad que tenemos para adoptar nuestro 

criterio propio en la apreciación y evaluación de la prueba 

pericial, resolvemos descartar aquellos extremos del 

testimonio pericial del Ing. Torres Gutiérrez en el que este 
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concluye que la construcción del balcón fue la causa del 

accidente. 

Mediante el testimonio de un perito que declara sobre 

aspectos técnicos éste puede hacer conclusiones que estén 

dentro del ámbito de su peritaje. Sin embargo, en el caso que 

nos ocupa, la conclusión del perito Torres Gutiérrez respecto 

a cuál fue la causa del accidente es una determinación 

judicial que se hace a base de los hechos probados en el caso. 

El valor probatorio de su opinión pericial no se extiende a la 

conclusión sobre cuál fue la causa del accidente, sino a 

aquellos aspectos técnicos que ayudan al tribunal a 

interpretar las disposiciones reglamentarias que regulan las 

distancias permitidas, las condiciones peligrosas existentes, 

si algunas, y las obligaciones de las partes en cuanto al 

cumplimiento con estos requisitos técnicos.   

En lo referente a la aplicación de la doctrina de la 

absorción de culpas por parte del foro apelado puntualizamos 

que si bien la determinación de la absorción de culpas es un 

ejercicio reservado al sano discernimiento del juzgador de los 

hechos, tras determinar que hay negligencia comparada, la 

doctrina de absorción de culpas se fundamenta en que la 

negligencia desproporcionada de una parte absorbe 

totalmente la negligencia de la otra parte.  

Como corolario de lo anterior, es preciso destacar que 

aunque la aplicación de la doctrina de la absorción de culpas 

es un ejercicio reservado al sano discernimiento del juzgador, 

dicha determinación no opera en el vacío. Es a partir de los 

hechos probados, que se desprende la magnitud de la 
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negligencia o las culpas que concurren y que producen un 

daño. El porciento de la responsabilidad de cada parte se 

asignará a base de la naturaleza de la negligencia. Es solo 

cuando surja que el porciento de culpa o negligencia 

incurrido por una de las partes, es tan pequeña frente a la 

magnitud de la otra que prosperaría la aplicación de la 

doctrina de la absorción de culpas.  

En el caso ante nos, la imprudencia o irresponsabilidad 

de la parte apelante de construir sin los permisos requeridos 

y en violación a las disposiciones reglamentarias de la AEE, 

no constituye una negligencia desproporcionada frente a 

la condición extremadamente peligrosa creada por la AEE 

por su incumplimiento con los requisitos reglamentarios 

sobre despeje horizontal y por su omisión en reparar el 

poste cuya inclinación agravó la peligrosidad de las 

condiciones existentes en lugar del accidente.   

En lo pertinente al asunto ante nuestra consideración, 

el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reconocido el carácter 

inherentemente peligroso de la energía eléctrica y el deber que 

tiene la AEE de cuidar y velar la construcción y el 

mantenimiento de sus instalaciones de alto voltaje. Sucns. 

Vega Marrero v. A.E.E., 149 DPR 159, 171 (1999) (Sentencia), 

citando a Torres Solís et al. v. A.E.E. et als., 136 DPR 302, 310 

(1994); Vda. de Dávila v. Fuentes Fluviales, 90 DPR 321, 325 

(1964). Si bien no se trata de responsabilidad absoluta, la 

AEE venía obligada a desplegar un grado de cuidado en 

proporción al riesgo y peligro envuelto. Este grado de cuidado 

se extiende a la instalación, mantenimiento y operación de las 
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líneas que conducen electricidad e incluye, la obligación de 

realizar una inspección adecuada para descubrir defectos y 

situaciones de peligro o riesgo para el público. Véase, Ramos 

v. Aut. Fuentes Fluviales, 86 DPR 603, 609-610 (1962), 

Con estos antecedentes, conforme a los hechos 

probados tanto con prueba pericial, como con prueba oral y 

fotografías, razonamos que en el caso que nos ocupa no 

aplica la doctrina de absorción de culpas y si la normas, 

aplicable a la negligencia comparada en el mismo porciento 

de responsabilidad para ambas partes. Concluimos que los 

apelantes probaron con preponderancia de prueba el nexo 

causal entre la negligencia de la AEE y los daños sufridos por 

los apelantes por la muerte del joven Miguel Ángel Sánchez 

Torres, en el mismo porciento que su responsabilidad por 

construir sin los correspondientes permisos.  

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los 

cuales hacemos formar parte de esta Sentencia, 

REVOCAMOS la sentencia apelada. Por entender que existe 

negligencia comparada y que la AEE responde en un 50% por 

los daños causados a los apelantes, se ordena al TPI celebrar 

vista para que determine los daños sufridos por los apelantes 

y para que fije la indemnización que le corresponde pagar a la 

AEE conforme a su porciento de responsabilidad.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


